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El siguiente es el documento presentado por la Magistrada ponente que sirvió de base para proferir en audiencia la sentencia de segunda instancia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría de esta Corporación. 
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Demandado:

Colfondos S.A.
Juzgado de Origen: 
Tercero Laboral del Circuito de Pereira

Magistrada ponente:
Dra. Ana Lucía Caicedo Calderón
Tema:
Dependencia económica de los padres: La dependencia económica se concibe bajo el presupuesto de la subordinación de los padres en relación con la ayuda pecuniaria del hijo para subsistir, con lo cual no se descarta que aquellos incluso puedan recibir un ingreso adicional fruto de su propio trabajo o actividad, siempre y cuando éste no los convierta en autosuficientes económicamente. Por ello, es indispensable comprobar la imposibilidad de mantener el mínimo existencial que les permita a los padres subsistir de manera digna, el cual debe predicarse de la situación que éstos tenían al momento de fallecer el hijo.
Citación jurisprudencial: DEPENDENCIA / INDEPENDENCIA ECONÓMICA: Sentencia C-111 de 2006. / Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en sentencia Radicado No. 35351, del 21 de abril de 2009, M.P. Dr. Luis Javier Osorio López

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA
SALA LABORAL
Magistrada ponente: Ana Lucía Caicedo Calderón

Acta No. ____

(Septiembre 16 de 2016)
Sistema oral - Audiencia de juzgamiento

Siendo las 09:00 a.m. de hoy, viernes 7 de septiembre de 2016, la Sala de Decisión Laboral No. 1 del Tribunal Superior de Pereira se constituye en audiencia pública de juzgamiento en el proceso ordinario laboral instaurado por RIGOBERTO PANTOJA CHÁVEZ en contra de LA ADMINISTRADORA DE FONDO DE PENSIONES Y CESANTÍAS COLFONDOS S.A., la cual a su vez llamó en garantía a la aseguradora previsional SEGUROS BOLIVAR S.A. 
Para el efecto, se verifica la asistencia de las partes a la presente diligencia: Por la parte demandante… Por la demandada…

Alegatos de conclusión

Con fundamento en el artículo 82 del C.P.T y de la S.S., modificado por el artículo 13 de la Ley 1149 de 2007, se concede el uso de la palabra a las partes para que presenten sus alegatos de conclusión: 
Parte demandante… Parte demandada…
SENTENCIA

Como quiera que los alegatos coinciden a cabalidad con los puntos fácticos y jurídicos objeto de discusión en esta instancia, procede la Sala a desatar el recurso de apelación promovido por el demandante en contra de la sentencia emitida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira el pasado 23 de abril de 2015.
Problema jurídico por resolver

De conformidad con el recurso de apelación, le corresponde a la Sala determinar si el demandante acreditó la calidad de beneficiario para acceder a la pensión de sobrevivientes en condición de padre de la causante. Para el efecto se tendrán en cuenta los siguientes antecedentes:
I. Pretensiones de la demanda

El citado demandante solicita que se declare que es beneficiario de la pensión de sobrevivientes causada con ocasión del fallecimiento de su hija LEIDY JHOANA PANTOJA CASTAÑEDA; y en consecuencia, se condene a COLFONDOS a que le reconozca y pague retroactivamente dicha gracia pensional a partir del 31 de marzo de 2007.

Para sustentar dichas peticiones, manifiesta el actor que su hija falleció el 31 de marzo de 2007, encontrándose afiliada al sistema general de pensiones a través de COLFONDOS, en razón de lo cual procedió a reclamarle el pago de la pensión de sobreviviente a dicha AFP, y esta, mediante comunicación del 16 de mayo de 2008, decidió negarla bajo el argumento de que el reclamante no había acreditado que dependía económicamente de su hija fallecida. Agrega que, contrario a esa afirmación de la AFP, él sí dependía económicamente de su hija, quien era soltera, no tenía descendientes y había cotizado las semanas suficientes para dejar causado el derecho.

Bajo los mismos argumentos que le sirvieron para negar la prestación, la AFP COLFONDOS se opuso a las pretensiones de la demanda y llamó en garantía a la aseguradora previsional SEGUROS BOLIVAR S.A., quien intervino oportunamente para coadyuvar la oposición de la AFP.  
II. La sentencia de primera instancia

La Juez de conocimiento resolvió negar las pretensiones del demandante y lo condenó al pago de las costas del proceso, incluyendo las agencias en derecho, que fijó en la suma de un (1) SMLMV. 


Para llegar a tal determinación, la a-quo concluyó que en el presente asunto no se cumplen los presupuestos establecidos por la jurisprudencia para determinar que el actor es beneficiario de la pensión de sobrevivientes pretendida, pues aunque el derecho se causó, y la causante no tenía esposo o compañero permanente ni descendientes, el demandante no logró demostrar que dependiera económicamente de aquella, pues tal y como fue informado por los declarantes -todos ellos convocados al proceso por el mismo demandante-:


Este vivía con dos de sus hermanas y el esposo de una de ellas en una casa familiar en el barrio “Los Chorros” de la ciudad de Cartago (Valle), mientras que su hija, LEIDY JHOANA, llevaba viviendo algo más de 6 años con una tía, valga aclarar, otra de las hermanas del demandante, en el barrio “Alfonso López” de esta ciudad; 

También quedó acreditado que el demandante es oficial de construcción, y aunque los declarantes afirmaron que trabajaba esporádicamente y no tenía un trabajo estable, ni un ingreso fijo, de lo narrado por las deponentes, principalmente por ZORAIDA LONDOÑO CARDONA, se puede deducir que la casa en la que vivía el demandante con sus hermanas antes de la muerte de su hija, es propia y es producto de una herencia; y que además, los gastos del hogar eran repartidos entre quienes habitan en esa casa, esto es, las dos hermanas y el esposo de una de ellas, lo que seguramente hacía menos pesada la carga económica del demandante; 

Ninguna de las declarantes pudo dar cuenta del monto aproximado de los ingresos de la causante, ni la cuantía del auxilio económico que esta proveía a su padre y aunque todas ellas al unísono señalaron que la ayuda consistía en mercados, pago de servicios y ropa, ninguna de ellas había presenciado el momento en que LEIDY JHOANA le entregaba esos recursos al demandante.

Por último señaló que la causante salió de su casa muy joven y encontró trabajo en Pereira, en donde vivía con su tía, a quien seguramente colaboraba económicamente en los gastos del hogar, tales como servicios públicos, alimentación, arrendamiento etc. 


De todo lo anterior concluyó que si bien la causante era solidaria con su padre y como buena hija lo ayudaba ocasionalmente, lo cierto es que el monto de esa ayuda no fue precisado, lo cual era esencial para demostrar la dependencia económica. 
III. Fundamentos de la apelación
El apoderado judicial de la parte demandante apeló la anterior decisión arguyendo, en síntesis: 
1) Que con las mismas pruebas de oficio solicitadas por la juzgadora, había quedado claro que el demandante no registra cotizaciones al Sistema General de Pensiones, lo cual demuestra la inestabilidad de su trabajo como oficial de construcción;

2) Que las deponentes coincidieron en señalar que la causante le colaboraba a su padre con mercado, ropa y demás, lo cual demuestra que este no era autónomo ni independiente y que el auxilio económico que le proveía su hija, no es presunto, como se insinuó en la sentencia, sino real, regular y periódico.

3) Que el hecho de que el demandante haya tenido que irse a trabajar a Ecuador, lejos de los suyos, demuestra que la ausencia de su hija ha complicado su situación económica.
4) Señaló igualmente, que así como la jueza supuso que la hija del demandante ayudaba económicamente en la casa de su tía, a donde vivía aquí en la ciudad de Pereira, podría también afirmarse que allí residía precisamente para disminuir los gastos de su sostenimiento en Pereira y así poder ayudar con mayores recursos a su padre, quien vivía en Cartago, de acuerdo a lo dicho por las declarantes.
5) Por último, señaló que había quedado acreditado que la causante vivía entre Cartago y Pereira en razón de su trabajo como vendedora de ropa. 

De todo ello concluyó que el demandante no era autónomo o autosuficiente, sino que dependía de su hija para sobrevivir en condiciones dignas y que el hecho de que no hubiere quedado establecido el monto de esa ayuda, no era razón suficiente para descartar la prosperidad de las pretensiones.
Consideraciones
3.1 Presupuestos fácticos probados

No existe discusión alguna en el presente asunto respecto de los siguientes hechos: i) que la hija del demandante ostentaba la calidad de afiliada al sistema general de pensiones en el régimen ahorro individual con solidaridad co-administrado por COLFONDOS; que falleció de veintitrés (23) años, el 31 de marzo de 2007, en un accidente de tránsito que cobró su vida y la de cuatro (4) personas más, entre ellos su novio; ii) que dejó acreditados los requisitos para que sus beneficiarios accedieran a la pensión de sobrevivientes por contar con más de 50 semanas cotizadas en los tres (3) años anteriores a su deceso; y, iii) que no dejó descendientes, ni tenía cónyuge ni compañero permanente; iv) 

Por lo tanto, le corresponde a esta Corporación determinar si el demandante logró acreditar la dependencia económica de su hija para acceder a la pensión de sobreviviente.

3.2 De la calidad de beneficiarios de los padres


Para resolver el problema jurídico planteado es pertinente recurrir a los lineamientos expuestos por la jurisprudencia en relación con los alcances de la dependencia económica de los ascendientes respecto del causante.

En este sentido, está suficientemente decantado que la dependencia económica se concibe bajo el presupuesto de la subordinación de los padres en relación con la ayuda pecuniaria del hijo para subsistir, con lo cual no se descarta que aquellos puedan recibir un ingreso adicional fruto de su propio trabajo o actividad, siempre y cuando éste no los convierta en autosuficientes económicamente. Por ello, es indispensable comprobar la imposibilidad de mantener el mínimo existencial que les permita a los padres subsistir de manera digna, el cual debe predicarse de la situación que éstos tenían al momento de fallecer el hijo.


En efecto, la Corte Constitucional estableció, entre otras, en la sentencia C-111 de 2006, que no constituye independencia económica de los padres el hecho de que incluso perciban otra prestación; que tampoco se configura por el simple hecho de que el beneficiario esté percibiendo una asignación mensual o un ingreso adicional y que los ingresos ocasionales o el hecho de poseer un predio no generan independencia, de manera que la dependencia económica es una situación que sólo puede ser definida en cada caso concreto.


Sobre este particular, debe recordarse que la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en sentencia Radicado No. 35351, del 21 de abril de 2009, M.P. Dr. Luis Javier Osorio López, determinó que son los demandantes que pretenden obtener la pensión de sobreviviente en calidad de padres del causante a quienes, en principio, les corresponde probar por cualquier medio de los legalmente autorizados, que eran dependientes económicamente del causante y, cumplido lo anterior, es la administradora demandada la que debe demostrar dentro de la contienda judicial la existencia de ingresos o rentas propias de los ascendientes que los puedan hacer autosuficiente en relación con su hijo fallecido.

3.3 Caso concreto

Descendiendo al caso concreto, tenemos que la parte actora, para acreditar la dependencia económica, aportó los testimonios de las señoras CONSUELO CATAÑO CÉSPEDES, ZORAIDA LONDOÑO CARDONA y GABRIELA FRANCO TORO.

CONSUELO y GABRIELA se presentan como vecinas de la causante en el barrio “Alfonso López” de la ciudad de Pereira. Ambas coinciden en señalar que esta vivía con su tía, mientras que su padre, RIGOBERTO, vivía en el municipio de Cartago (Valle). Reconocieron además que conocían al demandante, pues siempre han sido muy cercanas a su hermana, con quien comparten el mismo barrio desde hace más de treinta (30) años.

CONSUELO indicó que LEIDY vivió más de siete (7) años hasta su muerte en la casa de su tía y que estaba desempleada al momento de su muerte, aunque informalmente vendía ropa, actividad en la que llevaba menos siete (7) meses, pues antes trabajaba en una prendería en la ciudad de Pereira. Igualmente recordaron que LEYDY empezó a trabajar desde muy joven, en almacenes y prenderías (o casa de empeño) ubicados en la ciudad de Pereira.

GABRIELA, por su parte, de manera espontánea y sin que nadie le preguntara, informó que el novio de LEIDY era un joven del barrio, que no vivían juntos y que ambos murieron en el mismo accidente.


Por último, las dos al unísono declararon que la causante ayudaba a su padre, “no tanto económicamente”, según GABRIELA, sino con ropa o mercados, y aunque las dos reconocieron que jamás presenciaron algún episodio en que la causante le entregara ese tipo de ayudas al demandante, advirtieron que así lo suponían, porque el trabajo de este era muy inconstante y LEIDY era muy buena hija, según les contaba su tía. 


Conviene resaltar que a las deponentes se les preguntó con insistencia cuál era el monto aproximado de esas ayudas o la cantidad y periodicidad de los mercados que la causante le proveía a su padre y ninguna supo dar cuenta de esa puntual información. Igualmente manifestaron que desconocían el monto aproximado de los ingresos de LEIDY, pero CONSUELO consideró probable que ayudara al sostenimiento del hogar que formaba con su tía. 

También rindió declaración la señora ZORAIDA LONDOÑO CARDONA, vecina del demandante en la ciudad de Cartago (Valle), quien además indicó que un hijo suyo está casado con una de las hermanas del demandante.

Esta deponente manifestó que el demandante tiene otra hija, que es constructor y que su trabajo es muy inestable –“tiene trabajo un día y al otro no”-, precisó.

Indicó igualmente que la mamá de LEIDY falleció cuando esta apenas era una niña de tres (3) años, y que creció al lado de su padre, en casa de su abuela, en donde vivía con otras (3) tías, hermanas del demandante.


Asimismo, la deponente aclaró que antes de perder a su hija, el demandante vivía en la casa materna con dos hermanas, una de ellas casada con un hijo suyo -como ya se había dicho- llamado Oscar, quien también vivía allí y ayudaba con el sostenimiento de la casa. Indicó que padre e hija se auxiliaban mutuamente, sin embargo, tampoco supo precisar el monto y la periodicidad de las ayudas que LEIDY le proveía a su padre.      


Fuera de lo dicho por las deponentes, es claro que la causante murió muy joven, cuando apenas tenía 23 años, que cotizó al Sistema General de Pensiones un poco menos de cuatro (4) años continuos, la mayoría del tiempo a través de la compraventa el Diamante. 

De todo lo anterior se desprende: 
1) No es cierto, y en esto se equivoca el apelante, que en razón de su trabajo la causante viviera entre las ciudades de Pereira y Cartago, pues las pruebas revelan algo distinto: la causante tenía instalada su residencia en la ciudad de Pereira, a la que llegó desde muy joven, más o menos de 16 años, y empezó a trabajar formalmente, esto es, vinculada al Sistema General de Pensiones, en el año 2003, cuando tenía 19 años. 

2) Aunque COLPENSIONES certificó que el demandante no registraba cotizaciones en ese FONDO DE PENSIONES, ello per se no quiere decir que no haya podido cotizar en otros FONDOS.
3) El demandante no demostró que a falta de la ayuda financiera de la cotizante fallecida, había experimentado una dificultad relevante para garantizar sus necesidades básicas. Lo cual se echa de menos, pues la dependencia económica se predica de quien pierde los aportes económicos del causante para satisfacer sus necesidades básicas, y ninguna de las deponentes supo decir a cuánto ascendía o en qué consistía el auxilio económico que la causante proveía a su padre. Tampoco, como ya se ha dicho, quedó acreditada la periodicidad de esas ayudas.
4) Por otra parte, la casa en la que habitaba el demandante con sus dos hermanas es de su propiedad, y aunque ello por sí sólo no es suficiente para desmeritar la dependencia aludida en la demanda, es un hecho del cual sí se desprende que los gastos de aquella casa estaban a cargo de un número plural de personas, entre las que se cuenta en primer lugar al señor Oscar, esposo de una de las hermanas del demandante, quien según ZORAIDA –su madre- era el principal provisor del sostenimiento de la casa.

Por lo brevemente expuesto, se colige que la negativa del juzgado de primer grado no fue caprichosa o infundada, pues tuvo como parámetro los requisitos establecidos por la Corte Constitucional en la sentencia C-111 de 2006 para concluir que el demandante no era beneficiario de su hija, siendo evidente que ante la desaparición de esta última no quedó desprovista de un ingreso que fuera vital para su sostenimiento en condiciones dignas. 

La condena en costas en esta instancia, en un ciento por ciento, correrá a cargo de la demandante y a favor de la demandada. Liquídense en sede de primera instancia.
En mérito de  lo expuesto, TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA (RISARALDA), SALA LABORAL No. 1, Administrando Justicia en Nombre de la República  y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E:

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida el 15 de mayo de 2015 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira dentro del proceso ordinario laboral promovido por RIGOBERTO PANTOJA CHÁVEZ contra la COLFONDOS S.A.
SEGUNDO.- CONDENAR a la demandante al pago de las costas procesales de segunda instancia. 

NOTIFICACIÓN SURTIDA EN ESTRADOS.

CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.

Los Magistrados,

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Secretaria Ad-hoc

PAGE  
7

